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RESUMEN. El presente artículo tiene como propósito contribuir al estudio de la 
garantía del derecho a la educación para miembros excombatientes de grupos 
armados ilegales y su papel transformador en escenarios de posconflicto. Lo 
anterior, a partir del análisis de la política de reincorporación en Colombia, los 
estándares mínimos del derecho a la educación, el conjunto de barreras que 
impiden la realización efectiva de esta garantía y la importancia que adquiere en el 
proyecto de vida de los excombatientes en su tránsito hacia la vida civil. 
 
PALABRAS CLAVE. Estado, reincorporación, educación, excombatiente, garantía, 
grupos armados ilegales, política, transformación social, barreras, derechos. 
 
ABSTRACT. This article has the purpose to contribute to the study of the guarantee 
of the right to education for the ex-combatant members of the illegal armed groups 
and their transformative role in post-conflict situations. This is based on the analysis 
of the reintegration policy in Colombia, the Standards for the right to education, the 
set of barriers that prevent the effective implementation of this guarantee and the 
importance that it acquires in the life project of the ex-combatant in their transition to 
civilian life. 
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El reciente acuerdo de paz suscrito entre el Estado colombiano y las F.A.R.C. 
generó una serie compromisos que desbordaron la capacidad institucional del 
gobierno para atender en debida forma los distintos aspectos que conlleva el tránsito 
de la población excombatiente hacia un Estatus de legalidad. Así, en el marco de lo 
pactado y a cambio del desarme, el Estado adquirió un conjunto de obligaciones 
tendientes a la reincorporación efectiva de esta población, entre las que destaca 
garantizar el derecho fundamental a la educación. Aspecto de mayúscula 
importancia que forma parte de la ruta de la reincorporación y que fue objeto de 
análisis para la presente investigación, cuyo aporte demostrará que a pesar de los 
actuales esfuerzos institucionales aún persisten profundas barreras que impiden el 
goce efectivo de esta garantía de cara a las expectativas generadas a esta 
población.  
 
La reincorporación educativa de excombatientes trae un lastre de dificultades 
previas a la consolidación del mencionado acuerdo de paz que merece la pena 
resaltar. Aproximadamente desde del año 2003 se ha intentado generar una serie 
de herramientas normativas tendientes a la reincorporación a la vida civil de 
excombatientes las cuales son consideradas como fallidas en la medida que 
desconocieron la realidad y los retos de una reincorporación educativa efectiva. 
Entre las medidas normativas que intentaron abordar este aspecto se encuentra el 
Programa para la Reincorporación a la Vida Civil (PRVC) implementado por el 
gobierno nacional en el año 2003, el cual arrojó bajos niveles de formación en 
relación al número de personas que se acogieron a este programa.  
 
Un panorama similar presentó la Ley 975 de 2005 denominada “Ley de justicia y 
paz”. Lo anterior encuentra justificación en los informes presentados en el año 2016 
por el Centro Nacional de Memoria Histórica acerca de los Grupos Armados 
Posdesmovilizados (GAPD). Según este importante documento, quedó 
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ampliamente demostrado que la población excombatiente en su tránsito hacia la 
vida civil tiene mayores posibilidades de crecimiento económico actuando por fuera 
de la ley frente a las opciones legítimas que el Estado colombiano estaría en 
capacidad de brindarle en el corto y mediano plazo, situación que incide 
ostensiblemente en el retorno hacia estas organizaciones armadas ilegales. 
 
En tal medida, la presente investigación encuentra sustento en las barreras que 
impiden la garantía efectiva del derecho a la educación para la población 
excombatiente en Colombia. Barreras que de acuerdo al estudio adelantado por la 
Revista Internacional de Aprendizaje en la Educación Superior que desarrolla la 
Universidad Militar Nueva Granada comprenden: (i) dificultades en la adaptación a 
la vida académica y espacios de sociabilidad, (ii) falta de capacitación docente y de 
recursos pedagógicos apropiados, y (iii) escasa preparación de la comunidad 
académica civil para recibir a estos integrantes compartiendo el mismo contexto 
escolar, entre otros aspectos que serán desarrollados en el presente escrito. 
 
Además de lo anterior, valga la pena resaltar la importancia de la educación en 
situaciones de posconflicto (Universidad Santo Tomás de Bogotá, 2013), tal como 
los autores ejemplifican a partir de los procesos de pacificación en países como 
Bosnia y Herzegovina, El Salvador y Sierra Leona. Naciones donde después de 
situaciones de posconflicto la educación tuvo un papel preponderante de cara a la 
recuperación política y económica de los mismos, siendo parte esencial de estos 
logros haber capacitado a sus excombatientes generando mano de obra calificada 
que impidiera que sectores disidentes reorganizaran sus filas delictivas. Así, dentro 
del conjunto de recomendaciones hechas en el citado estudio se encontraron 
aspectos valiosos que puede considerar la actual política de reincorporación del 
Estado colombiano tales como mejorar la infraestructura del sistema educativo, 
brindar incentivos a los padres que envíen a sus hijos a la escuela, acceso total a 
todos los niveles de la educación, elaboración de currículos flexibles y con enfoques 
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diferenciados en beneficio de una rápida y eficaz reincorporación educativa 
destinada a esta población. 
  
Bajo estos antecedentes y marcos de referencia, la presente investigación planteó 
la siguiente pregunta: ¿cuáles son las barreras que impiden el disfrute efectivo del 
derecho a la educación de ex combatientes de grupos armados ilegales en 
Colombia? En concreto, la presente investigación fijó como propósito general 
identificar los obstáculos de la reincorporación efectiva de miembros ex 
combatientes de grupos armados ilegales desde la perspectiva del derecho a la 
educación. A su vez, como objetivos específicos se propuso: (i) estudiar el contenido 
del derecho a la educación de miembros ex combatientes de grupos armados en 
Colombia; (ii) estudiar el marco normativo y la política de reincorporación de 
excombatientes desde la perspectiva del derecho a la educación; (iii) identificar las 
deficiencias en la garantía del derecho a la educación de excombatientes, a partir 
de la confrontación con la realidad del proceso de reincorporación en Colombia. 
 
Para responder a dichos objetivos y abordar los aspectos que rodean esta 
problemática se utilizó un enfoque cualitativo a través del análisis de fuentes 
secundarias que han documentado las dificultades que deben superar los 
excombatientes en materia educativa. Todas ellas analizadas frente a la política de 
reincorporación y su confrontación con el contenido del derecho a la educación. 
 
Sobre este punto conviene subrayar la poca información encontrada a nivel 
institucional, toda vez que las agencias estatales colombianas y estamentos 
académicos cercanos al proceso de paz no respondieron a las solicitudes formales 
realizadas por el investigador. En este sentido, el estado del arte se centró en 
documentos académicos y algunos documentos oficiales publicados por la Agencia 
para la Reincorporación y la Normalización, claro está, sin lograr acceder al detalle 
que se hubiera querido para estructurar con mayor precisión el presente escrito. 
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En cuanto a la delimitación del tema de investigación, el presente escrito se cierne 
al estudio y análisis exclusivo de la garantía del derecho a la educación respecto a 
población excombatiente en Colombia sin consideración a miembros que presenten 
limitaciones de orden físico ni mental; tampoco se tuvieron en cuenta aquellos 
miembros que pertenecen a la población indígena, afrodescendiente y/o 
comunidades especialmente protegidas. De igual forma, no se hace mención 
respecto a población perteneciente a la comunidad LGBT, ni excombatientes de la 
tercera edad. 
 
A nivel de contenidos se abordará el panorama de la reincorporación que 
comprende las fases de la denominada ruta de la reintegración, con énfasis en el 
ámbito educativo. Así mismo, se hará una breve delimitación de definiciones clave 
para la comprensión de la reincorporación; se precisará el contexto de conflicto que 
justifica este tema; se describirá la caracterización educativa de los excombatientes, 
para comprender algunos de los elementos del reclutamiento y formación al interior 
de estas organizaciones; y se comentarán experiencias educativas internacionales 
positivas en procesos de paz en países como Bosnia Herzegovina y El Salvador. 
 
Posteriormente, se hará referencia al derecho a la educación desde la óptica del 
derecho constitucional colombiano, instrumentos internacionales de protección, así 
como los estándares mínimos que permitan identificar un sistema educativo de 
calidad entre los que se destacan las dimensiones propuestas por parte de la 
relatora para las Naciones Unidas Katarina Tomasevski, las cuales aluden a los 
conceptos de asequibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad. Dichos 
estándares serán objeto de análisis y confrontación frente a un reciente estudio 
publicado por parte de la Universidad Nacional de Colombia y el DANE con respecto 
al componente educativo de población excombatiente en Colombia. 
 
En fin, se profundizará en los obstáculos que impiden la garantía efectiva del 
derecho a la educación de los excombatientes de grupos armados ilegales, 
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especialmente sobre aquellos que hacen alusión a las barreras en el acceso, 
permanencia y graduación. Lo anterior, sin perder de vista otros aspectos no menos 
importantes como resulta ser el estigma social, la docencia y su rol de cara a esta 
población y el enfoque con el cual debe impartirse la formación. 
 
 
PRIMER CAPÍTULO: LA REINCORPORACIÓN DE EXCOMBATIENTES EN 
COLOMBIA 
 
El presente capítulo tiene como objetivo establecer el panorama de la 
reincorporación de excombatientes en Colombia abordando sus conceptos y 
elementos más relevantes hasta llegar al componente de la educación, que es aquel 
que interesa a la presente investigación. En este sentido, el presente estudio busca 
contribuir al estudio de la política de reincorporación y su marco normativo a través 
del análisis de contextos, conceptos y estudios previos acerca de la garantía del 
derecho a la educación de las personas en proceso de reincorporación.  
 
Para empezar, el concepto de reincorporación según (Quintero, 2014) es entendido 
como aquel proceso a través del cual se busca que personas pertenecientes a 
organizaciones armadas al margen de la ley, vuelvan a la legalidad y abandonen 
por completo la lucha armada en contra del aparato estatal legítimamente instituido. 
En el marco de los procesos de DDR la reincorporación es entendida como aquella 
fase en que los excombatientes adquieren la condición de civiles y obtienen un 
empleo sostenible e ingresos regulares. Es esencialmente un proceso social y 
económico que se produce inicialmente en las comunidades y posteriormente en 
los diferentes estamentos del estado (Quintero, 2014). 
 
Por su parte, el concepto de Desarme, Desmovilización y Reinserción (DDR) 
también resulta de valor para comprender la reincorporación. Según Romero 
(2010), el DDR es aquel proceso mediante el cual un determinado número de 
 7 
combatientes pertenecientes a grupos armados irregulares deciden desarmarse, 
desmilitarizarse y reintegrarse a la vida civil, a partir de un análisis previo por parte 
de los Estados que tenga en cuenta la dimensión económica, axiológica y 
psicosocial del excombatiente en la búsqueda de un proceso exitoso de retorno a la 
vida civil. 
 
Los anteriores conceptos adquieren mayor relevancia si se tiene en cuenta que la 
guerra ha sido una constante que ha acompañado la evolución de la humanidad 
convirtiéndose en un mecanismo de solución de diferencias a partir de la imposición 
de voluntades de orden territorial, cultural, política, económica y de credos. Bajo esa 
perspectiva, tal como lo explica Fajardo (2014), Colombia no ha sido ajena a esa 
realidad pues ha enfrentado por más de cincuenta años un conflicto armado1 con 
diversos grupos armados, principalmente de corte comunista, cuyo propósito ha 
sido acceder al poder del Estado o por lo menos tener un nivel de participación 
política importante en él a través de la lucha armada.  En este sentido, se han 
mantenido enfrentamientos con las fuerzas armadas regulares y con otros grupos 
marginados de la legalidad pasando por alto los más elementales postulados del 
estado social de derecho (Silva, 2012). 
 
A modo de contexto histórico de la lucha armada en Colombia, es pertinente 
recordar que en el año de 1964 nacen las denominadas autodefensas campesinas 
de influencia comunista, autodenominadas como las FARC. Paralelo a ello, en el 
mismo año y basados en la corriente de pensamiento que promovió la revolución 
cubana y buscando seguir las banderas del Che Guevara, surge el Ejército de 
Liberación Nacional ELN. Posteriormente, para 1967, en lo que se denominó un 
movimiento pro soviético, se gestó el Ejército Popular de Liberación EPL cuyo 
pensamiento encontró influencia en la corriente maoísta (Hormanza y Mora, 2009). 
 
1 Según la ACNUR, un conflicto armado, en sentido estricto, sería un enfrentamiento violento entre 





En el marco de la confrontación a dichos grupos, varios gobiernos han intentado 
establecer mesas de diálogo que lleven a procesos de paz; lo que no siempre ha 
sido exitoso (Gutiérrez, 2012). No obstante, el 7 de agosto de 2010 en la ciudad de 
La Habana (Cuba) se iniciaron las conversaciones encaminadas a lograr un acuerdo 
general para la terminación del conflicto y la construcción de un proceso de paz 
estable y duradero con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC 
donde, además de abordar los puntos centrales del acuerdo, se abrió la posibilidad 
para que el marco jurídico en discusión sirva a otros grupos armados y puedan ser 
objeto de los mismos beneficios y garantías de esa negociación. 
 
Como resultado de estos acercamientos, el 24 de noviembre de 2016, en la ciudad 
de Bogotá D.C., se firmó el Acuerdo final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera, con lo que se dio apertura a la 
implementación de una política por parte del Estado colombiano tendiente a acoger 
y reintegrar a la vida civil a los excombatientes que decidieron someterse 
voluntariamente a este proceso de pacificación acordado con el grupo de mayor 
presencia militar irregular en el territorio colombiano. Concretamente, en términos 
de reincorporación el Acuerdo plantea las bases para que los excombatientes 
puedan convertirse en sujetos con participación política que paralelamente gocen 
de las garantías mínimas legales logrando a través de ello la consolidación de un 
consenso nacional basado en la reconciliación y el perdón. 
 
Además de lo anterior, el acuerdo es establecido como un proceso de carácter 
integral y sostenible que propenda por los intereses de los excombatientes y los 
demás actores sociales inmersos en esta lucha armada. Aunado a ello también es 
relevante aquello referente a la reconstrucción del tejido social, convivencia pacífica, 
actividad productiva basada en la formación para el trabajo, todo lo anterior con un 
enfoque diferencial para el caso de las mujeres quienes vieron especialmente 
vulnerados sus derechos en el marco del conflicto armado. 
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De otra parte, el acuerdo puntualiza que aquellos excombatientes que tienen 
procesos legales pendientes con ocasión de conductas cometidas en desarrollo del 
conflicto estos quedaran en suspenso para que la competencia sea asumida en 
adelante por parte del Tribunal para la Paz -Justicia Especial de Paz-, hasta tanto 
dichos litigios continúen su curso en esta jurisdicción de carácter transitorio y 
especial.  
 
No obstante los aportes del Acuerdo, el antecedente más importante de las políticas 
de reincorporación es la Ley 975 de 2005, denominada Ley de Justicia y Paz, la 
cual creó una instancia legal para aquellos miembros organizados al margen de la 
ley que quisieron acogerse a un plan de reincorporación individual o colectivo, con 
el cual garantizar los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas 
del conflicto armado (Rodríguez, 2011).  Pasados algunos años, concretamente 
hacia el año 2010, la Ley de Justicia y Paz fue objeto de fuertes críticas por no 
arrojar los resultados esperados en el proceso de reincorporación (Correales, 2017). 
  
Lo anterior en razón a que se presentaba poca información a la sociedad y además 
no se contaba con un aparato institucional articulado, situación que hizo necesario 
replantear esta política estatal, lo cual se hizo a través del Decreto 4138 de 2011, 
donde se creó la Agencia Colombiana para la Reintegración de Personas y Grupos 
Alzados en Armas, modificada a su vez por el Decreto 897 de 20172, que creó la 
actual Agencia para la Reincorporación y Normalización. 
 
En desarrollo de ese marco normativo se estableció la ruta de la reintegración3. 
Dicha ruta comprende el conjunto de condiciones, beneficios, estrategias, 
 
2 Por el cual se modifica la estructura de la Agencia Colombiana para la Reintegración de Personas 
y Grupos Alzados en Armas y se dictan otras disposiciones. 
 
3 La Ruta de Reintegración se define como el conjunto de condiciones, beneficios, estrategias, 
metodologías y acciones definidos por la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN), 
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metodologías y acciones definidos por la Agencia para la Reincorporación y la 
Normalización (ARN), concertados con la persona en proceso de reincorporación 
para promover el desarrollo de capacidades, la superación de la situación de 
vulnerabilidad y el ejercicio autónomo de la ciudadanía. Además, la ruta comprende 
una serie de dimensiones transversales diseñadas para articular el proceso al que 
se someten los excombatientes (Mesa, 2017). Dimensiones que abarcan aspectos 
de tipo personal, familiar, productivo, de habitabilidad, asistencia en salud, 
educación, ciudadanía y seguridad. 
 
En cuanto a las fases propiamente dichas del proceso de reincorporación, este inicia 
con la presentación del excombatiente ante las autoridades competentes 
manifestando su deseo de acogerse a la legalidad. Posteriormente, la persona debe 
someterse a una evaluación de su estado salud, en la que se realiza una serie de 
exámenes y diagnósticos de orden médico que garanticen su continuidad dentro del 
proceso, toda vez que si presentan complicaciones en materia de salud el 
excombatiente deberá reestablecerse antes de continuar con los demás pasos de 
la ruta de la reintegración. Luego de ello, se realiza una valoración de tipo 
psicosocial con la que se busca contribuir a la adaptación paulatina de la persona 
al entorno que enfrentará una vez culmine la ruta de manera satisfactoria. 
 
Con relación a la dimensión educativa, según la (ARN, 2020) que es la que más 
interesa a este estudio, este componente está concebido para que los 
excombatientes mejoren sus conocimientos y alcancen distintos niveles de 
formación que le permitan un mejor desarrollo psicosocial. Así mismo, para que el 
núcleo familiar reconozca el valor de la educación como un desafío en el corto y 
mediano plazo que le permitirá encontrar otras posibilidades donde sea posible 
 
concertados con la persona en proceso de reintegración, para promover el desarrollo de 
capacidades, la superación de la situación de vulnerabilidad y el ejercicio autónomo de la ciudadanía. 
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acceder a una mejor calidad de vida superando las condiciones de vulnerabilidad 
de esta numerosa población. 
 
En tal orden de ideas, el beneficiario del proceso tendrá acceso a diferentes tipos 
de formación apoyado en una serie de herramientas que le permitan posteriormente 
desempeñarse en un oficio que le genere ingresos formales para sí y para su núcleo 
familiar. Como resultado de lo anterior, se espera que comience su inserción 
económica apoyado en acciones articuladas principalmente con su comunidad 
procurando siempre la generación de ingresos provenientes de actividades 
enmarcadas en la legalidad (ARN, 2020). 
 
Concomitante a lo anterior, la persona debe realizar actividades de servicio social 
que brinden un apoyo comunitario que compense las ayudas otorgadas por el 
Estado encaminadas a beneficiar a sus pares que apenas inician el proceso de 
reincorporación. Del mismo modo, será objeto de asistencia legal gratuita 
consistente en el acompañamiento y obtención de beneficios jurídicos de cara al 
estatus civil que espera obtener. 
 
Bajo esa perspectiva, esa política fue diseñada de tal forma que los actores que 
abandonen las armas y logren culminar la ruta establecida puedan retornar a la vida 
civil reintegrándose de manera satisfactoria y construyendo un proyecto de vida en 
el marco de la legalidad. Ahora bien, mencionado lo anterior resulta necesario y 
pertinente precisar la evolución conceptual del actor que abandona las armas 
conforme avanza en la ruta de la reintegración, por cuanto, aunque se trata del 
mismo sujeto reviste de connotaciones autónomas e independientes (Giraldo, 2010) 
las cuales resulta indispensable destacar. 
 
En primer lugar, es necesario referirse al concepto de excombatiente, entendido 
como aquel sujeto que abandona toda actividad militar en contra de las fuerzas 
regulares que representan y defienden la democracia y soberanía del Estado 
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colombiano. Por otra parte, según (Hormanza y Mora, 2009) el desmovilizado funge 
como integrante de una organización armada irregular que, aunque no desempeña 
actividad militar por voluntad propia decide abandonar la ilegalidad presentándose 
ante las autoridades colombianas competentes manifestando su intención de 
obtener un nuevo estatus civil. 
 
Por su parte, el reinsertado es aquel sujeto cuya condición se encuentra entre la 
fase de desmovilización y la reincorporación. En este escenario al individuo se le 
brinda asistencia de carácter transitoria que comprende alojamiento, alimentación, 
vestuario, formación básica para el trabajo, servicio médico, entre otros aspectos de 
corto plazo. Por último, se adquiere la calidad de reintegrado cuando el sujeto ha 
culminado satisfactoriamente la ruta de la reincorporación y, por ende, adquiere su 
condición civil frente a las autoridades colombianas. La finalización de este ciclo 
conlleva la adquisición de un estatus jurídico de legalidad. 
 
De la misma forma, es relevante para la presente investigación referir el concepto 
acuñado en el contexto de los procesos del DDR denominado reincorporación, el 
cual alude al conjunto de medidas legales, democráticas, y socio económicas 
tendientes a la reincorporación de excombatientes, siendo que conlleva el tránsito 
de una vida militar en la ilegalidad hacia un escenario de libertad y autonomía en 
condiciones de igualdad con relación al resto de la población (Quintero, 2014). 
 
Sin embargo, surge la pregunta acerca de ¿quiénes son quienes se integran a las 
filas de los grupos armados?, prestando especial atención a su caracterización 
educativa. Para intentar responder la pregunta se abordará el estudio más reciente 
adelantado en el año 2017 por el Centro de Pensamiento y Seguimiento al Diálogo 
de Paz de la Universidad Nacional de Colombia donde se evidencia que un alto 
porcentaje de los integrantes de los grupos armados ilegales en Colombia carecen 
de competencias académicas básicas, lo que refleja una baja escolarización y por 
ende la vulneración permanente de la garantía del derecho a la educación.  
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Del mismo modo, el estudio en comento explica que algunas de las principales 
causas que facilitan a los grupos armados el reclutamiento de población son los 
factores relacionados con la pobreza extrema, la ausencia de presencia institucional 
en zonas apartadas, la violencia intrafamiliar, la desintegración del núcleo familiar, 
así como la inimputabilidad, toda vez que el tratamiento punitivo de menores resulta 
menos estricto frente a aquella población que ha cumplido su mayoría de edad 
(Universidad Nacional de Colombia, 2017).  
 
En complemento, Fajardo (2014) menciona que la base de estas organizaciones 
ilegales está compuesta principalmente por niños, niñas y adolescentes, aspecto 
que no es fruto de la simple improvisación sino de una estrategia desarrollada con 
el paso del tiempo por parte de los reclutadores tendiente a engrosar sus filas y 
aumentar los beneficios en el corto y mediano plazo que este tipo de población 
ofrece. 
 
Además de lo anterior, el componente educativo de esta población resulta 
impactado por el fuerte y constante adiestramiento para la guerra, dado que esta 
población principalmente es utilizada para realizar servicios de vigilancia, 
inteligencia al enemigo, aprendizaje de técnicas de supervivencia extrema y 
montaje de emboscadas. No conforme con lo anterior, los reclutadores de esta 
población consideran otro tipo de beneficios que hacen atractivo la inclusión de 
menores en Colombia, entre los que se destacan el bajo nivel de riesgo que 
experimentan los menores al momento del combate pues son considerados 
valientes y audaces. Así mismo, en materia de recursos económicos se aliviana la 
carga financiera de estos grupos puesto que las personas menores de edad 
representan una carga menor frente a la población adulta dado que se conforman 
con bajos ingresos, escasas jornadas de descanso y poca alimentación en relación 
con las excesivas cargas de trabajo a las cuales resultan sometidos. 
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Ahora bien, frente a la población que excede la mayoría de edad el panorama 
educativo tampoco resulta alentador, pues según Carrillo (2013) un alto porcentaje 
de los miembros adultos no culminaron sus estudios pues apenas saben leer y 
escribir, otros no cuentan con estudios de secundaria y aún más reducida es la 
población que ha tenido acceso a la educación superior. En esa medida, este autor 
refuerza lo señalado por expertos señalados anteriormente, dado que los 
excombatientes presentan bajos niveles de alfabetización en razón al reclutamiento 
a temprana edad como quiera que la principal instrucción que reciben se enfoca en 
el adiestramiento para el combate. Situación que con paso del tiempo puede hacer 
más gravosa la capacidad de aprendizaje del individuo, ya que aunque la edad no 
se encuentra directamente relacionada con la capacidad de comprensión, sí resulta 
cierto que al no estar dadas las condiciones propias del proceso educativo el 
individuo tiende a perder el interés y la capacidad de adquirir nuevas formas de 
conocimiento (Gimeno, 2001). 
 
Según la Agencia para la Reincorporación y la Normalización, en el marco del 
programa “Así avanza la reincorporación”, el consolidado general de la 
reincorporación refleja que 13.202 personas se encuentran acreditadas como 
excombatientes. De la mencionada cantidad, 13.022 individuos se encuentra en 
proceso de reincorporación; a su vez, 3.112 personas residen fuera de los espacios 
territoriales de capacitación y reincorporación, mientras que 9.020 personas residen 
dentro de los espacios territoriales de capacitación y reincorporación. Por último, el 
estudio indica que de los 13.202 excombatientes, 890 de ellos se encuentran 
pendientes de ubicar (cifras publicadas en la página web con corte al pasado 31 de 
agosto de 2019).  
 
En materia educativa según la (ARN, 2019) se señala que, de los 13.202 
excombatientes, 1.773 se encuentran matriculados en procesos de formación 
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académicos; 1.325 hacen parte del modelo maestro itinerante4; 712 se encuentran 
en el modelo de formación para adultos; 1.465 excombatientes conforman la 
denominada oferta pública y 25 personas cuentan con una beca en universidades 
con programas acreditados de alta calidad.  Todo lo anterior, con corte al pasado 
31 de agosto de 2019. 
 
Visto lo anterior, de una revisión cuantitativa de estos resultados es posible 
evidenciar que del cien por ciento de los excombatientes acreditados por la Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz (13.202) tan solo 1773 de ellos se encuentran 
matriculados en programas de formación académica, lo que corresponde apenas al 
13,4% del total de dicha población acompañado de un escaso número de becas 
otorgadas (25) para matricularse en instituciones de educación superior, cifras que 
corresponden al 0,18% de cobertura. Lo anterior, sin poder determinar con certeza 
que del mencionado 13,4% no se detalla si se trata de educación formal de calidad 
brindada por instituciones avaladas por el Ministerio de Educación Nacional.  
 
En este orden de ideas, es posible concluir esta caracterización desde el punto de 
vista educativo afirmando que esta población presenta bajos niveles de 
alfabetización y desarrollo de competencias transversales, situación que incide 
negativamente en la construcción de un proyecto de vida estructurado, la calidad de 
vida, la construcción y realización de metas, expectativas personales y familiares, 
que en tales condiciones se tornan complejas de alcanzar (Martínez, 2019). 
 
Del mismo modo, parte de los retos que debe afrontar la reincorporación de 
excombatientes en Colombia, desde el punto de vista de la educación, se refiere a 
 
4 Según la Agencia para la Reincorporación y Normalización, se trata de programas educativos 
flexibles que permiten que la academia sea quien visite al estudiante rompiendo con la estructura 
tradicional de la educación formal, logrando una nueva oportunidad de aprendizaje, a través de 
medios y herramientas de estudio no convencionales que se acomodan a las actividades laborales 
y demás ocupaciones de los beneficiarios. 
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la cobertura, la preparación de docentes y la prestación de un servicio en 
condiciones de gratuidad y calidad académica que tenga la potencialidad de formar 
ciudadanos y fomentar un cambio social dentro de un marco de respeto por los 
valores, las diferencias de opinión y los principios democráticos. 
 
Así las cosas, y tomando en cuenta las fuentes comentadas, resulta válido afirmar 
que la educación en el posconflicto colombiano carece de elementos estructurales 
que impide a los excombatientes encontrar una oportunidad para construir un 
proyecto de vida sólido. Los resultados son poco alentadores atendiendo que la 
escala de alfabetización de excombatientes en sus diferentes niveles no llega ni 
siquiera al 20% de la población censada, situación que hace necesario replantear 
la manera en que se están adelantando los procesos de formación si se quiere 
lograr una reincorporación efectiva.  
 
Tal vez uno de los caminos a tomar sea tener en cuenta las experiencias educativas 
internacionales positivas en procesos de paz. Experiencias dentro de las que se 
destaca el caso de Bosnia y Herzegovina, país que atravesó uno de los procesos 
de pacificación más fuertes en toda Europa, con resultados concretos en la forma 
en que la educación permitió alcanzar a su población niveles importantes de 
alfabetización reflejados en una fuerza laboral mejor calificada (Infante, 2014). Parte 
importante de este logro tiene relación directa con una reforma estructural 
implementada en el marco del posconflicto de ese país, toda vez que sus dirigentes 
entendieron que la prioridad no era únicamente la recuperación económica o social 
de la población, sino que además era necesario apoyarse en el sistema educativo 
como factor de cambio que pudiera disminuir las probabilidades de volver al 
conflicto, dado que una población educada se siente protegida y preparada para 
afrontar el futuro.   
 
Otro de los referentes internacionales que puede tomar la política educativa en el 
marco del posconflicto colombiano proviene del proceso de pacificación al cual se 
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sometió El Salvador. Según Moreno (2016) en este país se presentaron 
innumerables desafíos en las mesas de negociación, pero a través de una voluntad 
política consensuada con diferentes sectores se alcanzaron importantes resultados, 
dado que los negociadores identificaron que era fundamental elaborar una reforma 
educativa estructural que impactara en el mediano plazo a las comunidades más 
afectadas por el conflicto armado en ese país. Estas decisiones políticas 
coadyuvaron positivamente para que el sistema educativo llegara a las zonas más 
apartadas en donde las poblaciones son más vulnerables y con alta tendencia a 
recaer en escenarios de ilegalidad. 
 
 
SEGUNDO CAPÍTULO: EL DERECHO A LA EDUCACIÓN DE LAS PERSONAS 
QUE ABANDONAN LA GUERRA 
 
En armonía con lo manifestado en el primer capítulo de la presente investigación, 
resulta necesario abordar el contenido del derecho a la educación y su rango 
constitucional como garantía fundamental, sus alcances y los criterios mínimos a 
partir de los cuales debe valorarse la educación para las personas que quieren dejar 
aras la guerra. En este sentido, el presente capítulo se propone aportar los criterios 
a partir de los cuales analizar la garantía efectiva del derecho a la educación en el 
marco de la reincorporación de excombatientes en Colombia.  
 
Para empezar, la educación en términos generales es entendida como un proceso 
complejo que ha acompañado al ser humano desde sus inicios y ha estado presente 
en toda su evolución (León, 2007). Esta poderosa herramienta le permite al hombre 
razonar, analizar y reflexionar sobre el entorno que lo rodea, sumado a que le 
genera una visión del mundo, del futuro y de las diversas formas en que puede llegar 
a satisfacer sus necesidades para sobrevivir (Bruner, 1997). 
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Bajo tales perspectivas, la educación es una herramienta ampliamente valiosa para 
cualquier ser humano con independencia del contexto y de sus condiciones socio-
económicas, situación que la convierte en una de las garantías más preciadas en 
cualquier sociedad civilizada que desee propender por el desarrollo de sus 
individuos (Domínguez & Alemán, 2007). 
 
Pero, más allá de esa relevancia la educación es ante todo un derecho fundamental 
que ha sufrido diversas transformaciones fruto de constantes luchas sociales, 
políticas y económicas, principalmente a partir de los años 60 (Lerma, 2007). Esta 
década se convierte en un importante punto de inflexión para el sistema educativo 
colombiano dado que a partir de la reforma constitucional de 1968 se da inicio a la 
educación primaria obligatoria en el sector oficial (Ramírez & Téllez, 2006). 
  
En las décadas siguientes y dadas las dinámicas sociopolíticas de los años 70 y 80, 
en un entorno con mayores avances tecnológicos y la necesidad de globalizarse, 
comienza a darse mayor importancia a la educación secundaria tanto en el sector 
privado como en el oficial (Brunner, 2001). Sin embargo, es hasta 1990 en el marco 
de esa dinámica de luchas sociales cuando se gesta un importante punto de 
inflexión con la asamblea constituyente que tuvo como resultado la expedición de la 
Constitución Política de Colombia de 1991, la cual consagró en materia de 
educación: 
 
Artículo 27: El Estado garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, 
investigación y cátedra. 
 
Artículo 44: Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad 
física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre 
y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y 
amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su 
opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o 
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moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y 
trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados 
en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados 
por Colombia. 
 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger 
al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno 
de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente 
su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos de los niños 
prevalecen sobre los derechos de los demás. 
 
Artículo 67: La educación es un derecho de la persona y un servicio público 
que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a 
la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. 
 
La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, 
a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para 
el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del 
ambiente. 
 
El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que 
será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá 
como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica. 
 
La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del 
cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. 
 
Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia 
de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus 
fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; 
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garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las 
condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema 
educativo. 
 
La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, 
financiación y administración de los servicios educativos estatales, en los 
términos que señalen la Constitución y la ley. 
 
Artículo 68: Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La 
ley establecerá las condiciones para su creación y gestión. 
 
La comunidad educativa participará en la dirección de las instituciones de 
educación. 
 
La enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y 
pedagógica. La Ley garantiza la profesionalización y dignificación de la 
actividad docente. 
 
Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para 
sus hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona 
podrá ser obligada a recibir educación religiosa. 
 
Las <sic> integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una formación 
que respete y desarrolle su identidad cultural. 
 
La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con 
limitaciones físicas o mentales, o con capacidades excepcionales, son 
obligaciones especiales del Estado. 
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Artículo 69. Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades 
podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo 
con la ley. 
 
La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado. 
 
El Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales 
y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo. 
 
El Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de 
todas las personas aptas a la educación superior. 
 
Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la 
cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio 
de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y 
profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad 
nacional. 
 
La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la 
nacionalidad. El Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las que 
conviven en el país. El Estado promoverá la investigación, la ciencia, el 
desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación. 
 
Artículo 71. La búsqueda del conocimiento y la expresión artística son libres. 
Los planes de desarrollo económico y social incluirán el fomento a las 
ciencias y, en general, a la cultura. El Estado creará incentivos para personas 
e instituciones que desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las 
demás manifestaciones culturales y ofrecerá estímulos especiales a 
personas e instituciones que ejerzan estas actividades. 
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De una revisión elemental y a través de una óptica garantista es válido afirmar que 
el derecho a la educación adquirió una importante connotación al formar parte de 
los denominados derechos fundamentales dado que es desarrollado en el principal 
cuerpo normativo colombiano con un rango constitucional, donde el Estado a través 
de diversos mecanismos normativos, -en especial por lo dispuesto vía bloque de 
constitucionalidad- adquiere una serie de compromisos internacionales 
relacionados con aspectos como la cobertura, calidad y gratuidad del sistema 
educativo obligándose a garantizarlo sin excepción a todos los habitantes del 
territorio nacional.  
 
En cumplimiento de tales compromisos la Corte Constitucional quien actúa como 
tribunal supremo encargado de salvaguardar la supremacía de las disposiciones 
constitucionales ha decantado su postura frente al derecho a la educación 
principalmente a través de sentencias de tutela. En esa medida, resulta valioso 
mencionar brevemente algunos elementos desarrollados por algunas de las 
posturas jurisprudenciales más relevantes que apuntan al tratamiento y garantía del 
derecho a la educación en Colombia. 
 
En principio, la Sentencia T-116 de 1993, señaló que la educación tiene el carácter 
de fundamental, dados los importantes elementos que promueven el progreso 
social y económico del ser humano. Esto a través de la reducción de los niveles de 
pobreza, propender por el mínimo vital, la libertad para la escogencia de un oficio y 
la participación en política. Del mismo modo, se ha establecido que la garantía 
efectiva del derecho a la educación debe considerar el acceso y la permanencia en 
el sistema educativo maxime si se tiene en cuenta que es importante atender a la 
necesidad de cada individuo identificando y superando las barreras que 
posiblemente impidan un aprendizaje efectivo y en condiciones de igualdad. 
 
Otra parte importante de la jurisprudencia constitucional refiere que el derecho a la 
educación presenta una doble dimensión: de una parte como derecho y otra como 
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servicio público con función social. Dicho lo anterior, la Sentencia T-002 de 1994 
dispuso que el Estado ejerce la suprema inspección y vigilancia del sistema 
educativo colombiano donde se aseguren las condiciones mínimas necesarias en 
términos de calidad y permanencia. Así mismo, dejó expreso que la Nación buscará 
los mecanismos de financiación que permitan su óptimo funcionamiento.  
 
De otra parte, en la misma decisión judicial (T-002 de 1994) quedó claro que en 
términos de acceso el alumno deberá ser aceptado en condiciones de igualdad, 
todo ello en desarrollo del artículo 13 de la Carta Política. 
 
En el mismo sentido, la Sentencia T-402 de 1992, donde se reitera que la educación 
tiene la doble connotación de derecho fundamental y de servicio el cual se 
encuentra regulado por el aparato estatal reiterando la importancia que presenta 
esta garantía, especialmente en los primeros años de formación del ser humano 
con independencia de la naturaleza de la institución -pública o privada-, pues su 
nivel de autonomía no puede desconocer los postulados señalados en la 
Constitución Nacional. 
 
Por su parte, la Sentencia T-015 de 1994 señaló que el derecho a la educación 
adquiere especial connotación en el desarrollo del ser humano, especialmente en 
los primeros años de formación ya que incide en su proyecto de vida y en el entorno 
social que lo rodea, así mismo que el derecho a la educación pertenece a la persona 
como atributo y condición necesaria para afrontar los retos que le imponga el futuro 
personal y profesional del individuo. En cuanto a la perspectiva de servicio que 
presenta el derecho a la educación puntualizó la Sala que las instituciones públicas 
y privadas gozan de especial protección estatal con el ánimo de propender por su 
calidad, formación moral, intelectual y física del alumno. 
 
Por otra parte, la Sentencia T-420 de 1992 dispuso que el derecho a la educación 
permite al ser humano formarse en su dimensión personal, moral y cívica para con 
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ello tener un nivel de conocimiento suficiente que le permita conocer sus derechos 
y obligaciones en la sociedad, haciéndolo un sujeto responsable y consciente de 
sus actos, todo ello enmarcado dentro de los valores más elementales como el 
respeto y la diferencia de opinión. De la misma manera, recuerda a los planteles 
educativos de carácter privado que el Estado ejerce la inspección, vigilancia y 
control sobre estos y que es su responsabilidad tratar a sus alumnos bajo un marco 
de igualdad en aras de evitar transgredir o mermar su derecho a la educación. 
 
De manera innovadora, la Sentencia T-092 de 1994 estableció que el derecho a la 
educación comporta un derecho y un deber para el estudiante quien debe acatar 
las normas del plantel educativo y cumplir con las labores encomendadas en cada 
asignatura, es decir a nivel de disciplina y rendimiento académico. En este sentido, 
la Corte resalta la importancia de los reglamentos internos de los establecimientos 
educativos, siempre y cuando exista observancia del debido proceso al momento 
de imponer las sanciones derivadas del incumplimiento de los deberes del alumno 
en su entorno escolar.  
 
Con relación a la permanencia, la Sentencia T-467 de 1994 señala que esta debe 
ser la regla general para la consolidación del derecho a la educación. Mientras no 
se garantice una regularidad y constancia en el proceso educativo se estaría 
vulnerando esta garantía al estudiante pues los procesos cognitivos requieren el 
acompañamiento permanente de parte del cuerpo docente y demás actores del 
entorno escolar que en conjunto puedan garantizar un ciclo de formación adecuado 
e idóneo para la formación psicosocial del individuo en su entorno personal y 
familiar. 
 
Por tales razones, resulta válido afirmar que la Corte Constitucional ha 
desempeñado un papel fundamental como verdadero guardián de la protección de 
la garantía del derecho a la educación en Colombia.   
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Con relación al marco jurídico internacional que incorpora y protege el derecho a la 
educación universal, se mencionan los siguientes instrumentos: Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (1948): Preámbulo y artículo 26; Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966): Artículo 13; 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (1979): Artículo 10, 14; Convención sobre los derechos del Niño (1989): 
Artículo 20, artículo 24 literal e, f, artículo 28, 29; Convención Internacional sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación racial (1992): Artículo 5, literal e, 
numeral V, artículo 7; Protocolo facultativo de la Convención de los derechos del 
Niño, relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en 
la pornografía (2000): Preámbulo, artículo 9; Protocolo facultativo de la Convención 
de los derechos del Niño, relativo a la participación de niños en los conflictos 
armados (2000): Preámbulo, artículo 10; Protocolo facultativo de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (2002): 
Artículo 26. 
 
En complemento de lo anterior, también resultan relevantes los estándares mínimos 
que permiten garantizar el derecho a la educación precisados por la relatora 
especial en materia educativa de las Naciones Unidas, Katarina Tomasevski, 
experta en Derechos Humanos. Dichos estándares comienzan por abordar la 
dimensión de asequibilidad según la cual prevalece la enseñanza gratuita 
financiada por parte del Estado, acompañada de una infraestructura adecuada 
soportada en docentes altamente capacitados y con fuerte vocación para la 
educación.  
 
En segundo lugar, se encuentra la accesibilidad la cual hace referencia a un sistema 
educativo flexible y adaptable a los cambios y dinámicas sociales. El cumplimiento 
de este estándar bajo cualquier sistema educativo, implica de una parte, el 
desarrollo de una etapa de asistencia obligatoria que comprenda el acceso para 
todos los miembros de una población o comunidad, gratuidad, libertad de los 
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progenitores para escoger el tipo de educación que desean para sus hijos; y por la 
otra, una etapa de asistencia post-obligatoria donde se procure por un acceso 
carente de tratos discriminatorios, donde prevalezca también la atención a grupos 
vulnerables, admisiones basadas en criterios estrictamente académicos, así como 
el reconocimiento de diplomas expedidos en el extranjero. 
 
Dentro de este componente, según lo manifestado por Tomasevski (2003) los 
Estados deben garantizar la disponibilidad de centros educativos, así como de los 
fondos que garanticen el sostenimiento de instituciones de educación tanto públicas 
como privadas encargadas de impartir procesos de educación de tipo formal. Según 
la relatora este aspecto también implica responsabilidades de parte del cuerpo de 
docentes frente a los contenidos impartidos los cuales deben atender a criterios de 
necesidad, pertinencia y actualidad. 
 
El tercero de los componentes que garantizan los mínimos del derecho a la 
educación hace referencia a la aceptabilidad cuyo rasgo principal deviene de 
contenidos relevantes, culturalmente inclusivos y de alta calidad asegurando la 
instrucción adecuada por parte del cuerpo docente.  
 
Este elemento aborda aspectos de regulación y supervisión donde se propenda por 
el cumplimiento de estándares mínimos de calidad, seguridad y salud en la escuela, 
respeto por la diversidad de pensamiento y opinión, así como aspectos 
relacionados con la disciplina y los derechos de la comunidad estudiantil. 
 
El último de los componentes a los que alude Tomasevski es la adaptabilidad, 
elemento caracterizado por contar con un sistema educativo capaz de permitir al 
estudiante integrarse con rapidez a los cambios sociales; que supere sin mayor 
dificultad las desigualdades y genere espacios de interacción e intercambio social 
en contextos específicos. Así mismo, alude a la atención de necesidades 
especiales frente a población con discapacidad, así como la cobertura destinada 
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para aquellos individuos que se encuentran excluidos del sistema educativo donde 
prevalecen escenarios de explotación laboral, desplazamientos forzados y 
privaciones ilegales de la libertad. 
 
El análisis de los elementos propuestos por la experta permite dimensionar los 
estándares mínimos que permiten garantizar el acceso a una educación bajo la 
perspectiva de derecho fundamental. En esa medida, los gobiernos se encuentran 
obligados a atender cada uno de estos aspectos con miras a buscar la mejor 
formación para sus ciudadanos acompañado de un componente de sentido social 
en el que educación que tenga la potencialidad de generar cambios estructurales y 
permitir el desarrollo personal y social de los individuos. 
 
 
TERCER CAPÍTULO: OBSTÁCULOS DE LA GARANTÍA EFECTIVA DEL 
DERECHO A LA EDUCACIÓN DE LOS EXCOMBATIENTES  
 
Una vez precisado el alcance, los estándares y las expectativas del derecho a la 
educación, nos corresponde ahora abordar algunas de las circunstancias que 
impiden la garantía del derecho a la educación de los excombatientes de grupos 
armados. En esta medida, en el presente capítulo se identificarán las deficiencias 
de la garantía del derecho a la educación de excombatientes a partir de la 
confrontación con la realidad del proceso de reincorporación en Colombia. En 
concreto, se evidenciará que, aunque se han hecho importantes esfuerzos desde el 
Gobierno Nacional, aún queda un largo camino por recorrer si se quiere realizar una 
reincorporación efectiva de esta población a través de la garantía del derecho a la 
educación.  
Ahora bien, sobre este punto resulta conveniente y necesario para la presente 
investigación resaltar la labor de observación desempeñada por parte de la MAAP 
OEA en torno al componente de la educación. Cabe mencionar que la Misión de 
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Apoyo al Proceso de Paz en Colombia ha evidenciado algunos avances, pero 
también problemáticas contextuales y otras dificultades. En este estudio se 
analizaron los informes trimestrales No. 5, 7, 8, 11 y 14, los cuales aluden en mayor 
o menor medida a aspectos referentes a la garantía del derecho a la educación de 
excombatientes.  
 
Dentro de los mencionados documentos, en el informe No. 7 (MAAP OEA, 2006) 
se destaca que en gran parte del territorio nacional es notorio el incremento de los 
índices de inasistencia de los desmovilizados matriculados en programas 
educativos. Situación que obedece a que estos grupos encontraron en otras 
actividades incentivos económicos en el corto plazo que apartan su interés por 
regresar a las aulas. 
 
Otras de las circunstancias puntuales que motivan la deserción académica de esta 
población (MAAP OEA, 2006) son las demoras administrativas entre las etapas de 
inscripción y comienzo de los cursos de formación. Así mismo, también resulta un 
problema que para el inicio de algunos programas ofertados se necesite un mínimo 
de estudiantes matriculados, la falta de coordinación con otras actividades 
académicas, la interposición de horarios, la falta de ayudas relacionadas con el 
subsidio de transporte, la carencia de contenidos curriculares relevantes de 
acuerdo con las expectativas de esta población, así como la falta de divulgación de 
información por parte de las instituciones locales.    
 
Desde esta perspectiva, (MAAP OEA, 2006) se considera que a todas luces la 
política de reincorporación requiere de mayores esfuerzos institucionales para 
reducir los niveles de deserción, articular sus programas de formación y generar 
contenidos de interés que mantengan la atención académica de esta población.  
 
Además de las anteriores, son múltiples las dificultades que deben afrontar los 
miembros excombatientes de grupos armados ilegales para poder adelantar sus 
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estudios, según Carrillo (2013). Las barreras más sobresalientes, y que se 
describen a continuación, se encuentran en los ámbitos del acceso, la permanencia 
y la situación posterior a la graduación. 
 
Con relación al acceso, Carrillo (2013) se presentan situaciones como los altos 
niveles de estigmatización social por parte de su propio círculo social, lo que genera 
altos niveles de incertidumbre colectiva. A eso se suma la presión que ejerce la 
comunidad educativa en general, dado el rechazo social y la poca integración que 
se les ofrece. Del mismo modo, los excombatientes presentan dificultades en 
competencias generales y específicas, hecho que retrasa su promoción a la 
educación superior. También es notoria la formulación de proyectos académicos 
poco relevantes que pasan por alto un acceso efectivo al derecho a la educación de 
los excombatientes.  
 
Respecto a la permanencia, los excombatientes presentan deficiencias 
psicosociales tales como estigmas de violencia, marginalización y ausencia de 
recursos económicos, entre otros factores que impiden una rápida adaptación a los 
contextos académicos. Tampoco se evidencia un cuerpo docente capacitado para 
manejar un contexto de reincorporación, toda vez que el sistema se encuentra 
diseñado para impartir una educación tradicional sin tener en cuenta criterios 
diferenciadores para esta población (Carrillo, 2013).  
 
En esa misma línea, Espinoza & Paternina (2013) ampliaron el espectro de las 
mencionadas barreras a través de un estudio aplicado en el SENA, regional 
Cartagena, con el que se logró identificar algunos de los factores más recurrentes 
que inciden en la deserción académica de excombatientes. Entre ellos conviene 
destacar la marginación social, los altos índices de estigmatización laboral, la 
ausencia de recursos para el desarrollo de cursos de formación y la falta de 
docentes capacitados para atender este tipo de población. 
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Respecto a la marginación, se trata de una condición muy difícil que los 
excombatientes deben afrontar, pues como lo señalan Herrera y Rubio (2016) las 
condiciones que permiten un disfrute adecuado de la garantía a la educación se ven 
afectadas por los sentimientos de rechazo y precaución, ya que en ocasiones son 
pocos los compañeros de clase que acceden a compartir los grupos de trabajo con 
excombatientes, situación que trasciende la esfera personal de los estudiantes.  
 
Lo mismo sucede con la estigmatización. Según Maldonado y Hernández (2018) 
esta caracterización se encuentra presente como un fenómeno generalizado en el 
imaginario colectivo colombiano, por cuanto se etiqueta al excombatiente con una 
imagen desacreditada, enmarcada como una persona de poco fiar y con pocas o 
nulas probabilidades de lograr una condición digna, que le permita adaptarse a su 
nueva dinámica social en el contexto de la legalidad. 
 
Con relación a la falta de recursos, merece la pena destacar que de acuerdo a la 
política de Gobierno establecida por la Agencia Colombiana para la Reincorporación 
y la Normalización (2019) se están adelantando esfuerzos de diversa índole en 
materia educativa, de parte de diversas instituciones. Una de sus más recientes 
publicaciones en el portal oficial de la Agencia señala lo que sigue. 
 
La Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) otorgó 100 becas para el 
2020 (50 para el primer semestre del año y 50 para el segundo semestre) a los 
excombatientes de las FARC-EP que se mantienen en la legalidad y avanzan en su 
proceso de reincorporación. 
 
Estas becas se suman a las 25 que otorgó la Universidad Elite y la Organización de 
Estados Iberoamericanos (OEI) en el 2018, las 24 de Escuela Latinoamericana de 
Medicina (ELAN) de Cuba y la bolsa de recursos de $3.400 millones para la gestión 
de cupos en educación para las personas en proceso de reincorporación. 
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Los logros del gobierno, aunque son loables, resultan limitados a la luz de las 
precarias condiciones de formación señaladas en la caracterización de los 
excombatientes, la escasa infraestructura educativa y, en general, las barreras de 
diferente orden que deben enfrentar los excombatientes para poder estudiar. Por lo 
tanto, es claro que aunque las intenciones del gobierno nacional para mejorar el 
panorama educativo de esta población pueden ser altamente valoradas, la realidad 
se torna poco alentadora en términos de eficiencia y eficacia.  
 
Por otra parte, en lo que respecta a los docentes capacitados para el posconflicto, 
es notoria la ausencia de profesionales formados para esta compleja situación, lo 
que dificulta el avance y el aprendizaje adecuado de competencias para estas 
personas. Vásquez y Turriago (2016) afirman que el docente no es solamente aquel 
sujeto preparado para transmitir conocimientos, sino que debe estar capacitado 
para crear una atmósfera con pedagogía y didáctica adaptable al contexto 
académico en que se imparte la cátedra. 
 
Además de lo anterior, y en lo que respecta a la pos graduación, una vez egresados 
los excombatientes no avizoran soluciones en el mercado laboral, dado que 
persisten los estigmas que les deja su paso en la guerra. Así mismo, regresando al 
valioso estudio propuesto por Espinoza & Paternina (2013), se identificaron otros 
elementos que impiden el goce efectivo de la garantía educativa para 
excombatientes provenientes de grupos armados ilegales. 
 
Se trata de una población con poca estabilidad de asentamiento social (Espinoza & 
Paternina, 2013), ello dada su vulnerabilidad en materia de seguridad. Además, 
manifiestan que se hizo necesario buscar refugio en otras zonas, con prevención 
ante los distintos niveles de riesgo. Situación que abre la puerta a la deserción 
académica, dado que algunos desmovilizados abandonan sus estudios debido a la 
baja permanencia en el proceso educativo. 
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Otro de los elementos identificados por Espinoza & Paternina son los escenarios de 
inestabilidad jurídica que conciernen al aparato administrativo y judicial colombiano 
frente a los excombatientes; esto sin referirse a las precarias ayudas económicas 
que en algunos períodos en vez de incrementar, como lo indicaría la sana lógica, 
tienden a decrecer, generando un panorama de incertidumbre entre esta población. 
 
Tampoco se han considerado los complejos contextos familiares de los 
excombatientes y los mecanismos que pudieren servirles para enfocarse en el 
ámbito educativo, toda vez que, de acuerdo con las cifras publicadas por la ARN en 
su más reciente informe, un alto porcentaje de excombatientes cuenta con hijos 
menores por los cuales naturalmente deben responder económica y afectivamente. 
Situación que agudiza aún más la problemática, dado que sin ayudas ni incentivos 
se torna muy complejo mantenerse constante en el ciclo educativo. 
 
En el mismo sentido, la Fundación Ideas para la Paz (2006) evidenció otra de las 
enormes barreras que impide el goce efectivo del derecho a la educación y que se 
relaciona con el embarazo a temprana edad en excombatientes. Esta compleja 
realidad implica una serie de responsabilidades enfocadas en el cuidado y apoyo 
económico permanente, situación que de contera desplaza o, en el mejor de los 
casos, posterga sus metas educativas.  
 
En fin, habiéndolos analizado en el capítulo anterior, resulta imperativo analizar el 
alcance de los estándares señalados por parte de la relatora de las Naciones 
Unidas para el derecho a la educación frente a la política de reincorporación 
implementada por parte del Estado colombiano en el marco de lo pactado en el 
Acuerdo final para la terminación del conflicto y una paz duradera. Para tal propósito 
se confrontarán las dimensiones de la relatora con los resultados arrojados en el 
estudio publicado por la Universidad Nacional en colaboración con el DANE en 
cuanto al componente educativo en el marco de la reincorporación.  
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Antes de entrar a confrontar esta información -como ejercicio académico- se 
proponen como criterios de evaluación de los estándares tres niveles de 
cumplimiento a saber: alto, cuando se evidencie un cumplimiento total o al menos 
muy satisfactorio de los estándares-; intermedio, cuando sea posible evidenciar un 
cumplimiento básico y elemental del estándar propuesto; y bajo, cuando sea 
palpable la ausencia de cumplimiento del estándar en comento.  
 
En este orden de ideas, del análisis de los resultados publicados en el año 2017 
por parte de la Universidad Nacional en colaboración con el DANE, el componente 
de accesibilidad presenta un nivel bajo de cumplimiento comoquiera que apenas el 
13% de la población desmovilizada ha logrado acceder al sistema educativo formal. 
Además de ello, brilla por su ausencia la creación de instituciones públicas o 
privadas que fomenten ambientes educativos enfocados en población 
excombatiente.  
 
Del mismo modo, en relación con los contenidos impartidos para quienes cuentan 
con la oportunidad de formarse en el marco del post-acuerdo, estos carecen de 
enfoque diferencial pues se imparten cátedras carentes de contexto que propendan 
por el logro de un propósito de vida con amplio sentido social, con lo que se 
desatienden diferentes circunstancias y condiciones psicosociales que presenta 
esta población (Universidad Nacional de Colombia, 2017). 
 
Por su parte, el cumplimiento del componente de asequibilidad se traduce en bajos 
niveles de cumplimiento por cuanto un alto porcentaje de la población 
excombatiente carece de acceso al sistema educativo, tampoco se propende por la 
gratuidad, y solo se ofrece un escaso número de becas. Menos aún se evidencian 
políticas de trato antidiscriminatorio, sistemas de incentivos basados en los méritos 
académicos, y mucho menos una directriz para el reconocimiento de diplomas 
académicos expedidos en el extranjero -homologación académica-. 
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En materia de regulación y supervisión, la política de reincorporación refleja niveles 
intermedios de cumplimiento teniendo en cuenta que la vigilancia y control es 
ejercida tanto por la ARN como por el Ministerio de Educación Nacional aplicando 
las políticas, planes y procedimientos semejantes a lo establecido en el sistema 
tradicional de educación colombiana. En términos de respeto por la diversidad de 
pensamiento y opinión, contenidos curriculares, disciplina y derechos de los 
estudiantes, el conjunto normativo que desarrolla la política de reincorporación 
propende ampliamente por el cumplimiento institucional de tales aspectos.  
 
Pasando al componente de adaptabilidad en materia educativa (Tomasevski, 
2003), la política tiene un nivel intermedio de cumplimiento como quiera que existe 
una priorización frente a la población con discapacidad. No obstante, se echa de 
menos un tratamiento diferenciado frente a aquellos excombatientes que han 
padecido escenarios de explotación laboral, desplazamientos y privaciones ilegales 
de la libertad. 
 
Por tanto, aun cuando se han realizado esfuerzos importantes para dar 
cumplimiento frente a cada una de las dimensiones mínimas que garanticen el 
derecho a la educación, es necesario articular integralmente todos los componentes 
que rodean el sistema educativo, capacitar los docentes en el contexto del 
posconflicto, apropiar los recursos necesarios que garanticen el sostenimiento de 
instituciones, especialmente en el sector público, y, en general, apostar por una 
cultura de adaptabilidad frente a una población con expectativas válidas de cara al 
estatus que esperan adquirir en su tránsito a la vida civil.  
 
Visto lo anterior, resultan visibles las grandes barreras en la dimensión institucional, 
personal, económica y familiar que impiden el disfrute de la garantía del derecho a 
la educación en condiciones favorables que permitan a esta población encontrar en 
el escenario académico una alternativa a la lucha armada, situación que genera en 
los excombatientes sentimientos de rechazo hacia la sociedad, desmotivación, 
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incertidumbre y desigualdad, de cara a sus expectativas y a su proyecto de vida en 
la legalidad (Carrillo, 2013). 
 
De manera que son muy pertinentes los planteamientos de Pachón, Gómez y 
Méndez (2015) quienes indican que es necesario formar ciudadanos con capacidad 
de proponer alternativas enfocadas a generar escenarios de inclusión social, 
especialmente frente a excombatientes de grupos armados ilegales. Además, debe 
considerarse al excombatiente en su dimensión individual y social. Dimensiones 
que, aunque se encuentran ampliamente relacionadas, en el fondo merecen 
consideraciones distintas dado que el primero de ellos alude a aspectos de 
promoción y desarrollo de diferentes capacidades, mientras que el segundo debe 
propender por la búsqueda de espacios de diálogo entre los receptores y 
excombatientes a fin de identificar herramientas de paz, reconciliación y convivencia 
que permitan armonizar el diario vivir de estas personas, quienes esperan ser 
recibidos por una sociedad justa, incluyente y que esté en la posibilidad de 
acogerlos como ciudadanos que han entendido que la lucha armada no es el camino 





• A la luz de los estándares mínimos que debe contener un sistema educativo de 
calidad, es claro a todas luces que la política de reincorporación a cargo de la 
ARN (antes ACR) cumple apenas parcialmente los componentes de 
asequibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad. Situación que 
impacta de manera negativa en las posibilidades de mejoramiento 
socioeconómico de los miembros excombatientes de grupos armados ilegales.  
 
• El componente educativo en la ruta de la reincorporación desconoce las 
barreras que rodean la garantía del derecho a la educación que deben afrontar 
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los excombatientes generando permanentemente escenarios de desigualdad, 
estigmas y fenómenos de rechazo social. 
 
• Es palpable y necesario considerar una profunda reestructuración a la política 
educativa en la reincorporación de excombatientes que implique mayores 
esfuerzos económicos que permitan ampliar la cobertura y mejorar las 
condiciones de calidad a través de docentes altamente capacitados que 
implementen enfoques diferenciales atendiendo a la realidad de esta población. 
 
• Es fundamental incrementar los espacios que permitan la reconstrucción del 
tejido social, máxime si se tiene en cuenta que las aulas son el espacio ideal 
donde víctimas y excombatientes pueden confluir en un marco de respeto por 
la tolerancia y la diferencia de opinión. 
 
• Es perentorio fomentar mayores incentivos en materia de empleo dirigidos a los 
excombatientes que culminen con éxito los diferentes ciclos de formación. Es 
decir, la ruta de la reintegración debe ofrecer mayores posibilidades de cambio 
y progreso social en marco de la legalidad. 
 
• Dada la compleja realidad familiar de algunos de los excombatientes resultaría 
válido y justificado brindar un acompañamiento psicosocial de alto impacto 
donde se propenda por un mayor sentido de pertenencia en el plano personal y 
familiar. Lo anterior, con el propósito de instruir no solo en la dimensión cognitiva 
sino el aspecto personal que mejore las condiciones de vida para esta población 
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